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Bogotá DC
 
SEÑORES
JUZGADO 002 ADMINISTRATIVO DE BUGA
j02ad�vobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co
Ciudad
E.          S.           D.

Por medio del presente radico memorial dentro del siguiente:

RADICADO:                        76111333300220200022600
                DEMANDANTE:                 EDILMA CACERES POSSO

DEMANDADO:                  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO

                PROCESO:                           EJECUTIVO
ASUNTO:             RECURSO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE DECRETÓ MEDIDA CAUTELAR FECHADO DEL
24/03/2022

Cordialmente,
ALEJANDRA OVIEDO CRISTANCHO
Profesional 4
Zona 4
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG
Vicepresidencia Jurídica
Calle 72 No. 10-03
PBX 5945111 Ext. 2019
Bogotá, Colombia

 

 

La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
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Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones
entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store.
Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de
su interés.
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Bogotá DC  

 

SEÑORES 

JUZGADO 002 ADMINISTRATIVO DE BUGA  

j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co  

Ciudad 

E.          S.           D. 

RADICADO:   76111333300220200022600  
 DEMANDANTE:  EDILMA CACERES POSSO 

DEMANDADO: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

 PROCESO:   EJECUTIVO 

ASUNTO:  RECURSO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE DECRETÓ MEDIDA 

CAUTELAR FECHADO DEL 24 DE MARZO DE 2022 

Respetado juez, 

JEIMMY ALEJANDRA OVIEDO CRISTANCHO, identificada con la cédula de ciudadanía número 

1.057.596.018 de Sogamoso y T.P. 299.477 del C.S. de la J., en mi condición de apoderada sustituta 

de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme el poder a mi otorgado, por el Doctor LUIS ALFREDO SANA-

BRIA RIOS, identificado con cedula de ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá D.C., en su calidad de 

Representante Judicial en la Defensa de los intereses del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, 

en los procesos judiciales que en su contra se adelanten con ocasión de obligaciones a cargo del 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, según el Poder General que le 

fue otorgado mediante Escritura Pública N° 522 del 28 de marzo de 2019 y 480 del 08 de mayo de 

2019; por medio del presente escrito, , procedo a INTERPONER RECURSO DE APELACIÓN CONTRA 

EL AUTO DE 8 DE OCTUBRE DE 2020 MEDIANTE EL CUAL SE DECRETÓ MEDIDA CAUTELAR, en los 

siguientes términos: 

I. HECHOS 

PRIMERO: En su despacho cursa el proceso ejecutivo de la referencia en contra de la NACIÓN- MI-

NISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGIS-

TERIO. 

mailto:j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co
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SEGUNDO: El FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-FOMAG, es una 

cuenta especial de la nación, creada en virtud de la ley 91 de 1989, sin personería jurídica, con in-

dependencia patrimonial, contable y estadística. 

TERCERO: Así las cosas, se tiene que los recursos que reposan en las cuentas bancarias a nombre 

del Ministerio de Educación Nacional, corresponden al pago de la contribución de la Ley 21 de 1982, 

recursos dirigidos a financiar el Plan Nacional De Infraestructura Educativa (PNIE), dichos emolu-

mentos tienen destinación específica, como lo es el mejoramiento de infraestructura y dotación de 

instituciones educativas, por tal razón estos dineros no hacen parte de los recursos con los cuales 

se pagan las prestaciones sociales del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SO-CIALES DEL MAGIS-

TERIO-FOMAG, en consecuencia, estos recursos no pueden ser utilizados ni ejecutados para otros 

fines. 

CUARTO: Mediante auto de fecha 3/24/2022, el despacho decretó el embargo de dineros de la 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO administrada por FIDUPREVISORA S.A., limitando la medida a la suma de $ 

II. SUSTENTACION DEL RECURSO 

Hago manifestación expresa y respetuosa de los motivos de inconformidad en relación con el auto 

que decreto la medida cautelar proferida por su Despacho, para solicitar al Honorable TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE VALLE DEL CAUCA, para que en su análisis decida sobre su revo-

catoria, en atención a los siguientes fundamentos de derecho: 

LA NATURALEZA JURÍDICA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DE LA 

FINALIDAD DEL CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL:  

Mediante el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, se creó el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, 

contable y estadística, sin personería jurídica, con la finalidad de atender las prestaciones sociales 

de los docentes nacionales y nacionalizados, efectuando el pago de dichas prestaciones, que 

correspondan al personal afiliado y garantizando la prestación de los servicios médico-asistenciales, 

entre otros aspectos. 

Los recursos de esta cuenta especial por mandato legal son administrados en fiducia, entre otras 

por Sociedades Fiduciarias de naturaleza pública, en los siguientes términos:   

“(…) Artículo 3. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una 

cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 

personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 
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economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el 

Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia mercantil, que 

contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la presente Ley y fijará 

la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual 

será una suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se 

generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional.  

El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación descentralizada 

de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de unidad.”   

Artículo 4. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, atenderá las 

prestaciones sociales de los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren 

vinculados a la fecha de la promulgación de la presente Ley, siempre con observancia del 

Artículo 2o, y de los que se vinculen con posterioridad a ella. Serán automáticamente afiliados 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, los docentes nacionales y 

nacionalizados que se encuentren vinculados a la fecha de la promulgación de la presente Ley, 

quienes quedan eximidos del requisito económico de afiliación. Los requisitos formales que se 

exijan a éstos, para mejor administración del Fondo, no podrán imponer renuncias a riesgos 

ya asumidos por las entidades antecesoras, las cuales reconocerán su respectivo valor en los 

convenios interadministrativos. El personal que se vincule en adelante, deberá cumplir todos 

los requisitos de afiliación de naturaleza formal o normativa y económica.1   

En cuanto a la naturaleza jurídica del Fondo, cabe reiterar que la Corte Constitucional ha 

considerado que, (i) se trata de una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, 

sin personería jurídica y cuyos recursos son administrados por una Sociedad de Economía Mixta, de 

carácter indirecto del orden nacional, (Fiduciaria La Previsora S.A.), vinculada al Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público, con personería jurídica y autonomía administrativa. 

Por lo anterior, la misma normativa que crea el fondo, establece el mecanismo por el cual este 

actuará, quien será su administrador, su cara visible y vocero y es por ello que la norma preestablece 

que el Gobierno Nacional firmará contrato de FIDUCIA MERCANTIL con una entidad fiduciaria estatal 

o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. En cumplimiento de la 

misma, el Ministerio de Educación Nacional y la Compañía Fiduprevisora S.A., suscribieron: 

“CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL”, el cual fue protocolizado mediante escritura pública N° 83 

del veintiuno (21) de junio de 1990, en la notaria Cuarenta y Cuatro (44), del círculo notarial de 

                                                           
1 Ley 91 de diciembre 29 de 1989: Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio; (negrillas fuera de texto). 
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Bogotá D.C., en el cual La Nación, Ministerio de Educación, fungen como Fideicomitente y la 

compañía Fiduprevisora como la Fiduciaria; contrato cuyo objeto es: “Constituir una fiducia 

mercantil sobre los Recursos que integran el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, en adelante –EL FONDO-, con el fin de que LA FIDUPREVISORA S.A., los administre, 

invierta y destine al cumplimiento de los objetivos previstos para EL FONDO, conforme a las 

instrucciones que le sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo.  

El fundamento de la intervención procesal por parte de la FIDUCIARIA, se encuentra en el 

cumplimiento de sus obligaciones de carácter legal dado los elementos “naturales” del contrato, es 

así como el código de comercio en su artículo 1234 Numeral cuarto reza: 

“ARTICULO 1234. <OTROS DEBERES INDELEGABLES DEL FIDUCIARIO>. Son deberes 

indelegables del fiduciario, además de los previstos en el acto constitutivo, los 

siguientes: 

1) Realizar diligentemente todos los actos necesarios para la consecución de la finalidad 

de la fiducia; 

2) Mantener los bienes objeto de la fiducia separados de los suyos y de los que 

correspondan a otros negocios fiduciarios; 

3) Invertir los bienes provenientes del negocio fiduciario en la forma y con los requisitos 

previstos en el acto constitutivo, salvo que se le haya permitido obrar del modo que más 

conveniente le parezca; 

4) llevar la personería para la protección y defensa de los bienes fideicomitidos contra 

actos de terceros, del beneficiario y aún del mismo constituyente; 

5) Pedir instrucciones al Superintendente Bancario cuando tenga fundadas dudas 

acerca de la naturaleza y alcance de sus obligaciones o deba apartarse de las 

autorizaciones contenidas en el acto constitutivo, cuando así lo exijan las 

circunstancias. En estos casos el Superintendente citará previamente al fiduciante y al 

beneficiario; 

6) Procurar el mayor rendimiento de los bienes objeto del negocio fiduciario, para lo 

cual todo acto de disposición que realice será siempre oneroso y con fines lucrativos, 

salvo determinación contraria del acto constitutivo; 

7) Transferir los bienes a la persona a quien corresponda conforme al acto constitutivo 

o a la ley, una vez concluido el negocio fiduciario, y 

8) Rendir cuentas comprobadas de su gestión al beneficiario cada seis meses.”2 

SOBRE LA CONSTITUCIÓN DE PATRIMONIOS AUTÓNOMOS 

                                                           
2 Código de Comercio Colombiano; Artículo: 1234. Negrillas fuera de texto 
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La fiducia mercantil supone una transferencia de bienes por parte de un constituyente para que con estos se 

cumpla una finalidad específica y previamente determinada. Ese conjunto de bienes transferidos a una 

fiduciaria es lo que conforma o se denomina patrimonio autónomo, pues los bienes: 

i) Salen real y jurídicamente del patrimonio del fideicomitente –titular del dominio-.  

ii) No forman parte de la garantía general de los acreedores del fiduciario, sino que sólo garantizan las 

obligaciones contraídas en el cumplimiento de la finalidad perseguida. 

iii) Están afectos al cumplimiento de las finalidades señaladas en el acto constitutivo. 

Lo anterior tal como lo disponen los artículos 1226 a 1244 del Código de Comercio, igualmente, en virtud de 

lo dispuesto en el artículo 146 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, los bienes fideicomitidos se 

deben separar del resto del activo de una fiduciaria, con el fin de que ese patrimonio autónomo no se 

confunda con el del fiduciario, ni con otros patrimonios igualmente constituidos. 

En cuento a la separación de los bienes fideicomitidos el artículo 1233 del Código de Comercio establece lo 

siguiente: 

“Para todos los efectos legales, los bienes fideicomitidos deberán mantenerse separados del 

resto del activo fiduciario y de los que correspondan a otros negocios fiduciarios, y forman 

un patrimonio autónomo afecto a la finalidad contemplada en el acto constitutivo" 

Ahora bien, una vez descrita la naturaleza, finalidad y papel de: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCA-

CIÓN, FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO “FOMAG” y la FIDUPREVI-

SORA y, es preciso referirnos sobre los fundamentos para el levantamiento del embargo.  

De la solicitud de levantamiento de embargo, en primera medida puede decirse que se encuentra 

establecido en el artículo 597 del Código General del Proceso, el cual establece lo siguiente. 

Levantamiento del embargo y secuestro. Se levantarán el embargo y secuestro en los si-

guientes casos: 

…. 

11. Cuando el embargo recaiga contra uno de los recursos públicos señalados en el artículo 

594, y éste produzca insostenibilidad fiscal o presupuestal del ente demandado, el Procura-

dor General de la Nación, el Ministro del respectivo ramo, el Alcalde, el Gobernador o el 

Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, podrán solicitar su levanta-

miento. 

Así las cosas, teniendo en cuenta los pronunciamientos del Consejo de Estado 1). Sala de lo Conten-

cioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, Consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO; 

Auto interlocutorio del 6 de agosto de 2014, Radicación número: 88001-23-33-000-2014- 00003-
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01(50408) y 2). Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Consejero ponente: ENRIQUE GIL BO-

TERO; Sentencia del 25 de junio de 2014, Radicación número: 25000-23-36-000-2012-00395-01 

(49299), concernientes a las reglas de vigencia del Código General del Proceso, con ocasión a la 

remisión normativa de los artículos 306, 308 y 309 del C. de P.A. y de lo C.A.”; a partir del 25 de junio 

de 2014 resulta improcedente decretar medidas de embargo, lo anterior atendiendo que no se en-

cuentra fundamento legal que autorice el embargo de los bienes y recursos de propiedad de las 

entidades ejecutadas, tal como lo exige el parágrafo del artículo 594 del C.G.P. 

Ahora bien, de conformidad a lo expuesto anteriormente, se puede afirmar que, como el legislador 

colombiano, en el parágrafo del artículo 594 del Código General del Proceso, obliga al operador 

judicial invocar el fundamento legal del embargo, así: 

Bienes inembargables. Además de los bienes inembargables señalados en la Constitución 

Política o en leyes especiales, no se podrán embargar: 

1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de la Nación o de 

las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participación, regalías y recur-

sos de la seguridad social. 

2. Los depósitos de ahorro constituidos en los establecimientos de crédito, en el monto seña-

lado por la autoridad competente, salvo para el pago de créditos alimentarios… 

PARÁGRAFO. Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decretar órde-

nes de embargo sobre recursos inembargables. En el evento en que por ley fuere procedente 

decretar la medida no obstante su carácter de inembargable, deberán invocar en la orden 

de embargo el fundamento legal para su procedencia… 

Por lo mencionado, ya no está en la jurisprudencia, (C-546/94, C-103/94, C-566/2003, C-1154/2008, 

C- 539/10, C-126/13 y C-543/13) (Téngase en cuenta que aun cuando las sentencias C-126/13, Y C-

543/13, son inhibitorias y posteriores al CGP, con ellas se mantienen las reglas de excepción al prin-

cipio de inembargabilidad), sino en la ley, en tanto el legislador, calificó la fuente de motivación y 

procedencia de las órdenes de embargo, las cuales no encuentran sustento jurídico en la jurispru-

dencia, sino en la ley pura y simple, lo que sería imposible que en la actualidad, se puedan emitir 

órdenes de embargo contra entidades estatales, si se tiene en cuenta que, en Colombia, las normas 

que fijan reglas en materia de embargos, son dictadas en negativo, de suerte que el verbo rector es 

“son inembargables” y es sabido que en nuestro ordenamiento jurídico no existe norma que defina 

cuales son los bienes embargables, sino cuales son los inembargables, tan es así que el legislador 

colombiano, no enuncia ni enumera, ni precisa cuales son los bienes embargables, sino los inembar-

gables, por tanto, al no haber en nuestro sistema normativo una disposición que ordene y/o autorice 

embargar los bienes de las entidades estatales, en virtud del artículo 594 del CGP, nace por antono-

masia, una regla de derecho, consistente en la “inembargabilidad absoluta de los bienes y recursos 

del estado”. 

http://leyes.co/constitucion.htm
http://leyes.co/constitucion.htm
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Atengámonos ahora a que los dineros de los cuales se está disponiendo como parte de las medidas 

cautelares existentes, hacen parte del Presupuesto General de la Nación, por lo que, en caso de 

mantener la medida de embargo y secuestro, se estaría desconociendo el carácter y naturaleza de 

los bienes solicitados, pues los mismos gozan de sustento normativo en los numerales 1 y 2 del 

artículo 594 del Código General del Proceso. 

Por lo mismo, no debe desconocerse el origen constitucional de la inembargabilidad de los recursos 

públicos, el cual está consagrado en el artículo 63 de la constitución política así: 

“Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, 

las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que 

determine la Ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables”. 

Lo cual conlleva a la consecución del interés general, a la efectividad material de los derechos fun-

damentales y los diferentes cometidos estatales. 

Ahora bien, ha de tenerse en cuenta que la Ley 91 de 1989 en su artículo 3 establece: 

“Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta espe-

cial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurí-

dica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía 

mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacio-

nal suscribirá el correspondiente contrado (sic) de fiducia mercantil, que contendrá las esti-

pulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión 

que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una 

suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. La 

celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional.” 

Tales recursos tienen destinación específica, dentro de cuyos objetivos está el pago de prestaciones 

sociales del personal afiliado, su manejo fue previsto por la citada ley a través de contrato de fiducia, 

que impone la creación de un patrimonio autónomo por efecto del mismo, según lo dispone el ar-

tículo 1233 del Código de Comercio. 

“Separación de bienes fideicomitidos. Para todos los efectos legales, los bienes fideicomiti-

dos deberán mantenerse separados del resto del activo del fiduciario y de los que correspon-

dan a otros negocios fiduciarios, y forman un patrimonio autónomo afecto a la finalidad 

contemplada en el acto constitutivo.” 

Además de acuerdo a la finalidad contemplada en el acto que lo constituye, lo cual imprime la ca-

racterística de ser inembargable, por cuanto no pueden ser perseguidos por los acreedores sino que 

están destinados al cumplimiento de dicha destinación específica, es por ello que el artículo 1235 
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del Código de Comercio, contempla como uno de los derechos de los afiliados en este caso al 

FOMAG, es de: 

“Otros derechos del beneficiario. …3) oponerse a toda medida preventiva o de ejecución 

tomada contra los bienes dados en fiducia o por obligaciones que no los afectan…” 

No debe perderse de vista que los recursos constitutivos del patrimonio autónomo a los que se 

refiere la ley 91 de 1989 provienen entre otros de la nación, aportes fiscales y parafiscales compo-

nentes del presupuesto general de la nación razón por la cual gozan de la protección e inembarga-

bilidad. 

De igual manera, se hace necesario expresar al despacho que en lo que refiere al pago de sentencias 

judiciales, el procedimiento encargado por la entidad expresa que las mismas deben cancelarse te-

niendo en cuenta el presupuesto dado por el Ministerio de Hacienda y según el turno de beneficia-

rios en el que se encuentra, además, indicar que actualmente se están adelantando actuaciones 

internas en las cuales se busca que de manera administrativa se cancelen las sentencias judiciales 

en un término mucho más perentorio. Razón de ello, es que a la fecha se ha procedido a cancelar 

un número considerable de procesos ejecutivos, que se encontraban adelantados en contra de LA 

NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO. 

III. PROCEDENCIA DEL RECURSO DE APELACIÓN 

El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contenciosos Administrativo a través del artículo 

243, establece el trámite por el cual procede el recurso de apelación contra autos, expresa en su 

Numeral 2, que los autos que decreten una medida cautelar. De igual manera, en su artículo 244 el 

CPACA indico que el mismo debía interponerse dentro de los 3 días siguientes a la notificación por 

estados. 

IV. PETICIÓN 

Por las razones y fundamentos de hecho y derecho expuestos me permito elevar ante su Despacho 

las siguientes peticiones: 

PRIMERO: Solicito al JUZGADO 002 ADMINISTRATIVO DE BUGA se sirva CONCEDER el presente RE-

CURSO DE APELACIÓN interpuesto y sustentado, con la finalidad de que sea por competencia je-

rárquica, el Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE VALLE DEL CAUCA, quien estudie sobre la 

procedencia de la medida cautelar.  

SEGUNDO: Solicito al Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE VALLE DEL 

CAUCA, REVOCAR el auto de 3/24/2022 que decreto la medida cautelar, proferido dentro del 

proceso de la referencia, y consecuentemente en su lugar:  
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(i) Se declare la cancelación y el levantamiento de la medida cautelar, y en caso de 

embargos y retenciones futuras se abstengan de realizarse por los argumentos ex-

puestos.  

(ii) Como consecuencia de la anterior declaración ordene la realización de oficios diri-

gidos a las entidades bancarias donde se encuentran tramitada la medida cautelar. 

(iii) Se solicita atendiendo a los hechos precedentes abstenerse de continuar con el de-

creto de medidas cautelares sobre las cuentas cuyo titular sea la NACIÒN- MINISTE-

RIO DE EDUCACIÒN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO. 

V. DERECHO 

Invoco como fundamentos de derecho los artículos 74, 76, 77, 244 y ss. del CPACA, ley 91 de 1989, 
y demás normas concordantes aplicables al caso en cuestión. 

VI. NOTIFICACIONES 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 

No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co y procesosjudiciales-

fomag@fiduprevisora.com.co 

La suscrita apodera recibirá notificaciones en el correo electrónico t_joviedo@fiduprevisora.com.co 

Cordialmente,  

_________________________ 
JEIMMY ALEJANDRA OVIEDO CRISTANCHO  
C.C 1.057.596.018 de Sogamoso 
T.P 299.477 del C.S.J. 
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG 
Vicepresidencia Jurídica 
Calle 72 No. 10-03  
Bogotá, Colombia 

 “Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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